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Sumillas de Resoluciones Judiciales Publicadas en “el Peruano”
Derecho Civil
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 30.09.2004
Obligaciones de la sociedad de gananciales. 

CAS. Nro. 2421-02 LA LIBERTAD.

Pág. 12685.
La sociedad de gananciales constituye un patrimonio autónomo que sólo responderá por obligaciones asumidas por ésta y no por obligaciones asumidas personalmente por cada uno de los cónyuges, salvo que el objeto de la obligación hubiese tenido como beneficiario a dicha sociedad.

Base Legal: C.C. art. 317.

Arrendatario y posesión precaria. 

CAS. Nro. 2755-02 CALLAO (Pág. 12690) y CAS. Nro. 3467-02 CALLAO (Pág. 12758).  

La carta enviada al arrendatario con el fin que devuelva el bien y dar por concluido el arrendamiento, según lo dispone el artículo 1700
 del Código Civil, no convierte a aquel en poseedor precario, por cuanto existe la posibilidad de seguir pagando renta hasta que efectivamente entregue el bien. 
Base Legal: C.C. art. 1700.

Posesión pacífica para ser propietario por prescripción adquisitiva. 

CAS. Nro. 1992-03 TACNA.

Pág. 12717.

La sola existencia de un proceso judicial donde se discuta los derechos de propiedad de personas distintas de quien pretende adquirir el mismo bien por prescripción adquisitiva, interrumpe la posesión pacífica.

Base Legal: C.C. art. 950.       

Irrevocabilidad del reconocimiento de hijo. 

CAS. Nro. 2092-03 HUAURA.

Pág. 12723. 
Si bien el reconocimiento de un hijo es irrevocable, ello no impide que se pueda demandar la invalidez de ese acto jurídico por nulidad o anulabilidad.

Base legal: C.C. art. 395.
Derecho Procesal Civil
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 30.09.2004
Casación e interpretación de contratos.

CAS. Nro. 1182-03 LIMA (Pág. 12707) y CAS. Nro. 1516-03 HUAURA (Pág. 12708).  

La interpretación de los contratos efectuada por los jueces no es susceptible de ser revisada en vía de casación, pues de ella no se pueden extraer conclusiones que sean de aplicación a una generalidad de casos semejantes.  
Base Legal: C.P.C. art. 386 inc. 1. C.C. art. 168.

Excepción de convenio arbitral. 

CAS. Nro. 3299-02 LIMA

Pág. 12772.

La excepción de convenio arbitral siempre deberá ser aducida a pedido de parte. 

Base Legal: C.P.C. art. 446 inc. 13.

Casación e inaplicación de normas procesales. 

CAS. Nro. 1908-03 LIMA.

Pág. 12715.
El artículo II del Título Preliminar del Código Civil2 es una norma de naturaleza procesal por lo que no corresponde denunciar su inaplicación en sede casatoria. 

Base Legal: C.P.C. art. 386 inc. 1.  C.C. art. II T.P.
Caracteres de la imposibilidad jurídica del petitorio.

CAS. Nro. 3679-02 HUAURA. 

Pág. 12760.

Un petitorio es jurídicamente imposible cuando se está ante un caso no justiciable, esto es: i) que se trate de derechos no justiciables, es decir, aquellos que el ordenamiento jurídico le reconoce un derecho pero a la vez le niega la posibilidad de reclamarlo en la vía judicial, ii) cuestiones no justiciables, relativos a asuntos estrictamente políticos como la declaración de estado de emergencia, iii) la falta o inexistencia de fundamentación jurídica, esto es, defecto absoluto en la facultad de juzgar.

Base legal: C.P.C. art. 427 inc. 6. 
_______________________

2 Artículo II Título Preliminar Código Civil: “La ley no ampara el ejercicio ni la omisión abusivos de un derecho. Al demandar indemnización u otra pretensión, el interesado puede solicitar las medidas cautelares apropiadas para evitar o suprimir provisionalmente el abuso.”

Derecho Comercial
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 30.09.2004
Observaciones del cliente a su estado de saldo deudor. 

CAS. Nro. 1752-03 LIMA 

Pág. 12712.
Las observaciones que puede realizar el cliente al estado deudor remitido por el banco no es necesario que sean hechas de forma minuciosa y detallada.  
Base Legal: Ley Nro. 26702 (Ley del Sistema Financiero). art. 228 (último párrafo).   

Causales de contradicción de las acciones cambiarias – Defectos formales del título valor – Garantes en las obligaciones cambiarias. 

CAS. Nro. 2140-03 LIMA.

Pág. 12730.

El título valor firmado por una persona natural que no tiene facultades para representar a la empresa, significa un defecto de forma insubsanable del documento, acarreando la inexigibilidad de la obligación cartular a la persona jurídica y a sus garantes.  

Base legal: Ley de Títulos Valores: art. 19 inc. c y art. 59.
Derecho Laboral
CASACIONES PUBLICADAS EN “EL PERUANO” EL 30.09.2004

Indemnización civil al trabajador. 

CAS. Nro. 2683-02 LA LIBERTAD.

Pág. 12767.                   

La sentencia que concede indemnización por despido arbitrario, por sí misma no es suficiente para otorgar reparación en la vía civil al trabajador.                                                                                                                                                                             

Base Legal: TUO del Decreto Legislativo 728 D.S. Nro. 003-97-TR. art. 34.

Control difuso del Decreto Legislativo 8563.

CAS. Nro. 237-02 LA LIBERTAD.

Pág. 12780.
Corresponde inaplicar el Decreto Legislativo 856 por cuanto los requisitos que establece distorsiona la prevalencia de los créditos laborales sobre otros de distinta naturaleza. 

Base Legal: Const. art. 24, 51 y 138. Decreto Legislativo Nro. 856.

Resoluciones de Tribunales Administrativos Publicadas en “El Peruano”
Tribunal de Defensa de la Competencia 

y de la Propiedad Intelectual

Circunstancias en las que no procede declarar de oficio la disolución y liquidación del deudor en concurso – Diligencia de junta de acreedores para adoptar acuerdos. 

Fecha de Publicación: Sábado 4 de setiembre de 2004.

Pág. 275791. 

Resolución Nro. 0377-2004/SCO – INDECOPI.

Expediente Nro. 015-2002/CRP-ODI-TRU 

“El carácter perentorio de los plazos regulados en la Ley General del Sistema Concursal busca disuadir la incorrecta utilización de los procedimientos concursales y generar incentivos para que las partes actúen con diligencia y adopten oportunamente las decisiones empresariales correspondientes en el marco de negociación de la Junta de Acreedores. Ello, teniendo en cuenta que el propósito esencial del régimen concursal es la maximización del valor del negocio en concurso a fin de garantizar una eficiente recuperación de los créditos involucrados en el proceso.

Por tal motivo, la legislación concursal regula un mecanismo que habilita a la Comisión a declarar de oficio la disolución y liquidación del patrimonio del deudor en caso no se adopten determinados acuerdos en los plazos establecidos a tal efecto. Sin embargo, no puede desconocerse la existencia de hechos no imputables a la Junta de Acreedores o a sus autoridades que impidan a éstas adoptar los acuerdos oportunamente. Por ello, no procede que la autoridad administrativa declare la disolución y liquidación del patrimonio del deudor cuando la falta de acuerdos en los plazos establecidos legalmente se deba a causas no imputables a la Junta de Acreedores o a sus autoridades.

En tal sentido, se entiende que la falta de adopción de acuerdos no es imputable a la Junta de Acreedores o a sus autoridades cuando estas han actuado en forma diligente, para cuyo efecto debe haberse solicitado la designación de fechas para convocar a dicho órgano deliberante con una anticipación no menor a quince días hábiles al vencimiento del plazo regulado para la toma de los acuerdos referidos al destino del patrimonio del deudor, el plan de reestructuración, el convenio de liquidación o el reemplazo del liquidador renunciante previstos en los artículos 58.1, 65.1, 74.4 y 93.2 de la Ley General del Sistema Concursal. En este caso, el referido órgano deliberativo se encuentra habilitado para reunirse y adoptar los acuerdos antes mencionados.”
Tribunal Fiscal
Cambio obligatorio del Régimen Especial al General del Impuesto a la Renta. 

Fecha de Publicación: Martes 7 de setiembre de 2004.

Pág. 6098.  

Tribunal Fiscal Nro. 06046-3-04.

Expediente Nro.:2483-02. 
"El segundo párrafo del inciso a) del artículo 83 del Reglamento de la Ley del Impuesto a la Renta aprobado por Decreto Supremo Nro. 122-94-EF, modificado por Decreto Supremo Nro. 194-99-EF, excede lo dispuesto en el artículo 122 del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto a la Renta aprobado por Decreto Supremo Nro. 054-99-EF, al establecer reglas distintas por las cuales opera el cambio obligatorio del Régimen Especial al Régimen General. Dado que la exigencia establecida en el segundo párrafo del inciso a) del citado artículo 83, ha podido llevar a una interpretación equivocada sobre los alcances del artículo 122 del referido Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto a la Renta, no procede la aplicación de intereses ni sanciones de conformidad con lo establecido en el numeral 1 del artículo 170 del Texto Único Ordenado del Código Tributario aprobado por Decreto Supremo N° 135-99-EF, modificado por Decreto Legislativo N° 953.”

Tribunal Registral
Pago con cheque de gerencia. 

RES. Nro. 441-2004-SUNARP-TR-L 

Fecha de Publicación: martes 7 de setiembre de 2004.

Pág. 275920. 

“La Ley Nro. 281944 no establece que los medios de pago ahí previstos tengan efectos cancelatorios, y por lo tanto no deroga lo dispuesto en el artículo 12335 del Código Civil.”

Vigencia del Decreto Legislativo 952.

RES. Nro. 456-2004-SUNARP-TR-L 

Fecha de Publicación: martes 8 de setiembre de 2004.

Pág. 276015. 

“De acuerdo al nuevo texto del artículo 7 del Decreto Legislativo Nro. 7766 conforme a la sustitución dispuesta por el Decreto Legislativo Nro. 9527, a partir, del 01.03.2004, los Registradores deben exigir la acreditación del pago de los impuestos predial, de alcabala y al patrimonio automotriz, limitándose al ejercicio fiscal en que se efectúo el acto que se pretende inscribir, aun cuando los períodos de vencimiento no se hubieran producido.   

Convocatoria a Junta General de Accionistas. 

Res. Nro. 276448.

Fecha de publicación: miércoles 15 de setiembre de 2004.

Pág. 276448.

No pueden existir acuerdos adoptados en primera y segunda convocatoria de una junta general, pues la junta general es una sola que se realiza en primera o segunda convocatoria, siendo excluyentes entre sí.

Resoluciones del Tribunal Constitucional Publicadas en “El Peruano”
Proceso de Incumplimiento
Actos recurribles en el proceso de cumplimiento – Sentencia judicial no puede ejecutarse vía proceso de cumplimiento.
DATOS 

EXP. Nro. 3277-2003-AC/TC 

Fecha de Publicación: 7 de setiembre de 2004.

Pág. 6097.
ANTECEDENTES 

Demandante: Persona Natural 

Demandado : O.N.P.

Materia: se pretende se ejecute una resolución judicial. 

SUMILLA 

La acción de cumplimiento no procede  cuando el acto incumplido tiene como origen un mandato judicial por cuanto este tiene naturaleza y origen distintos a una ley o acto administrativo. 

Asimismo, el Tribunal tiene la potestad para sancionar conductas que afecten el orden constitucional, por ello ordena investigar al juez que no hizo posible que la sentencia judicial, que se pretende hacer cumplir vía cumplimiento, se haya ejecutado.

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró IMPROCEDENTE la demanda de cumplimiento.

Proceso de Inconstitucionalidad
Constitucionalidad del Impuesto a las Transacciones Financieras – Contenido esencial del Derecho a Contratar - La no confiscatoriedad del Tributo – El Secreto Bancario y el Derecho a la Intimidad – Promoción del ahorro.  
DATOS

Expedientes acumulados. 

Publicado el 29 de setiembre.

P. 277282 (Sección Normas Legales) 

ANTECEDENTES 

Demandante: Varios. 

Demandado: Poder Ejecutivo y Legislativo.

Normas denunciadas: Decreto Legislativo 939 (Medidas para la lucha contra la evasión y la informalidad, publicado el 5/12/2003) y 947 (Modificación del Decreto Legislativo Nro.939, publicado el 27/1/2004) y la Ley Nro. 28194 (Lucha contra la evasión y para la formalización de la economía, publicada el 26/03/2004)

CUESTIONES PREVIAS. 

El Tribunal sólo se pronunciará sobre la inconstitucionalidad de la Ley Nro. 28194.

Los Decretos Legislativos Nros. 939 y 947 sólo tuvieron vigencia y surtieron efectos jurídicos por 26 días, del 1 al 26 de marzo de 2004, pues a partir del 27 de marzo fueron derogados y sustituidos por la Ley Nro. 28194. Dado que dichos Decretos Legislativos versaban, en parte, sobre materia tributaria, los efectos que cumplieron podrían verse afectados por una sentencia estimatoria. Sin embargo, dado que algunas de las modificaciones introducidas por la Ley permiten la devolución a trabajadores y pensionistas del monto del ITF cuyo débito sea indebido [Quinta y Sexta Disposiciones Finales de la misma Ley Nro. 28194], el Tribunal considera pertinente circunscribir su fundamentación a la Ley Nro. 28194.

ARGUMENTOS DE LA DEMANDA CONTRA LA LEY NRO. 28194.

1. La ley impugnada afecta el derecho a la libertad de contratar, ya que sus artículos 3, 4, 5 y 6 vulneran la autonomía privada porque ordenan que el pago de sumas de dinero se efectúe mediante la forma que sanciona esta norma, es decir, “a través de medios de pago previstos por el legislador y no por los contratantes”. 

2. Los requisitos previstos en el artículo 6 de la ley para que las obligaciones de pago que se cumplan en un distrito en el que no existe agencia o sucursal de una empresa del sistema financiero queden exceptuadas del uso de los medios de pago previstos en el artículo 5 de la misma norma, resultan irrazonables, en tanto se exige que, para que opere la excepción, se presenten concurrentemente.

3. El ITF vulnera el principio de no confiscatoriedad de los tributos, pues es un impuesto que se ha emitido sin evaluar la real capacidad económica del contribuyente. 

4. El impuesto creado por la Ley Nro. 28194 viola el derecho de propiedad. Debe atenderse a que en anteriores pronunciamientos el Tribunal Constitucional sostuvo que en materia de impuesto a la renta, el legislador, al establecer el hecho imponible, está obligado a respetar y garantizar la intangibilidad del capital.

5. El artículo 17 de la Ley Nro. 28194 
lesiona el secreto bancario, puesto que el ITF plantea la necesidad injustificada e inconstitucional de acceder a la información bancaria de los ciudadanos en supuestos distintos a los contemplados en el inciso 5 del artículo 2 de la Carta Fundamental.

6. Los demandantes consideran que el ITF creado por la Ley Nro. 28194 (concretamente el inciso a del artículo 9) viola el artículo 87 de la Constitución, “por cuanto el efecto inmediato del ITF (...) es desincentivar el ahorro y fomentar el retiro de fondos de las instituciones financieras.

CONTENIDO NORMATIVO IMPUGNADO DE LA LEY NRO. 28194.

Artículo 3.- Supuestos en los que se utilizarán Medios de Pago.

Las obligaciones que se cumplan mediante el pago de sumas de dinero cuyo importe sea superior al monto a que se refiere el artículo 4 se deberán pagar utilizando los Medios de Pago a que se refiere el artículo 5, aun cuando se cancelen mediante pagos parciales menores a dichos montos.

También se utilizarán los Medios de Pago cuando se entregue o devuelva montos de dinero por concepto de mutuos de dinero, sea cual fuera el monto del referido contrato.

Los contribuyentes que realicen operaciones de comercio exterior también podrán cancelar sus obligaciones con personas naturales y/o jurídicas no domiciliadas, con otros Medios de Pago que se establezcan mediante Decreto Supremo, siempre que los pagos se canalicen a través de empresas del Sistema Financiero o de empresas bancarias o financieras no domiciliadas.

No están comprendidas en el presente artículo las operaciones de financiamiento con empresas bancarias o financieras no domiciliadas.

Artículo 4.- Monto a partir del cual se utilizará Medios de Pago

El monto a partir del cual se deberá utilizar Medios de Pago es de cinco mil nuevos soles (S/. 5,000) o mil quinientos dólares americanos (US$ 1,500).

El monto se fija en nuevos soles para las operaciones pactadas en moneda nacional, y en dólares americanos para las operaciones pactadas en dicha moneda.

Tratándose de obligaciones pactadas en monedas distintas a las antes mencionadas, el monto pactado se deberá convertir a nuevos soles utilizando el tipo de cambio promedio ponderado venta publicado por la Superintendencia de Banca y Seguros el día en que se contrae la obligación, o en su defecto, el último publicado. En el caso de monedas cuyo tipo de cambio no es publicado por dicha institución, se deberá considerar el tipo de cambio promedio ponderado venta fijado de acuerdo a lo que establezca el Reglamento.

Artículo 5.- Medios de Pago

Los Medios de Pago a través de empresas del Sistema Financiero que se utilizarán en los supuestos previstos en el artículo 3 son los siguientes:

a) Depósitos en cuentas.

b) Giros.

c) Transferencias de fondos.

d) Órdenes de pago.

e) Tarjetas de débito expedidas en el país.

f) Tarjetas de crédito expedidas en el país.

g) Cheques con la cláusula de “no negociables”, “intransferibles”, “no a la orden” u otra equivalente, emitidos al amparo del artículo 190 de la Ley de Títulos Valores.

Los Medios de Pago señalados en el párrafo anterior son aquellos a que se refiere la Ley General.

Mediante decreto supremo refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas se podrá autorizar el uso de otros Medios de Pago considerando, entre otros, su frecuencia y uso en las empresas del Sistema Financiero o fuera de ellas.

Artículo 6.- Excepciones

Quedan exceptuados de la obligación establecida en el artículo 3 los pagos efectuados:

a) A las empresas del Sistema Financiero y a las cooperativas de ahorro y crédito no autorizadas a captar recursos del público.

b) A las administraciones tributarias, por los conceptos que recaudan en cumplimiento de sus funciones. Están incluidos los pagos recibidos por los martilleros públicos a consecuencia de remates encargados por las administraciones tributarias.

c) En virtud a un mandato judicial que autoriza la consignación con propósito de pago.

También quedan exceptuadas las obligaciones de pago, incluyendo el pago de remuneraciones, o la entrega o devolución de mutuos de dinero que se cumplan en un distrito en el que no existe agencia o sucursal de una empresa del Sistema Financiero, siempre que concurran las siguientes condiciones:

a) Quien reciba el dinero tenga domicilio fiscal en dicho distrito. Tratándose de personas naturales no obligadas a fijar domicilio fiscal, se tendrá en consideración el lugar de su residencia habitual.

b) En el distrito señalado en el inciso a) se ubique el bien transferido, se preste el servicio o se entregue o devuelva el mutuo de dinero.

c) El pago, entrega o devolución del mutuo de dinero se realice en presencia de un Notario o Juez de Paz que haga sus veces, quien dará fe del acto. Mediante Decreto Supremo refrendado por el Ministro de Economía y Finanzas se podrá establecer a otras entidades o personas que puedan actuar como fedatarios, así como regular la forma, plazos y otros aspectos que permitan cumplir con lo dispuesto en este inciso. 

Artículo 9.- Créase con carácter temporal el “Impuesto a las Transacciones Financieras”.

El Impuesto a las Transacciones Financieras grava las operaciones en moneda nacional o extranjera, que se detallan a continuación:

a) La acreditación o débito realizados en cualquier modalidad de cuentas abiertas en las empresas del Sistema Financiero, excepto la acreditación, débito o transferencia entre cuentas de un mismo titular mantenidas en una misma empresa del Sistema Financiero o entre sus cuentas mantenidas en diferentes empresas del Sistema Financiero (...).

Artículo 17.- De la declaración y pago del Impuesto

(...) 

(Último Párrafo) 

La información señalada en el párrafo anterior también será proporcionada respecto de las operaciones exoneradas comprendidas en los literales b), c), d), e), h), i), j), k), I), II), m), o), s), t), u), v), w) y x) del Apéndice, señalando adicionalmente en este caso el monto acumulado de las operaciones del inciso a) del artículo 9 exoneradas del impuesto. Asimismo, las empresas del Sistema Financiero deberán informar a la SUNAT sobre la Declaración Jurada a que se refiere el artículo 11, en la forma, plazo y condiciones que establezca el Reglamento.
PARTE CONSIDERATIVA: 

Análisis de Constitucionalidad de la Ley Nro. 28194.

1. El ITF y libertad contractual

Un derecho constitucional no es absoluto y puede verse limitado siempre y cuando: i) La limitación no afecte su contenido esencial, y ii) La afectación de un elemento no esencial de ese derecho busque un fin constitucionalmente relevante a través de medios que respeten el principio de proporcionalidad.

El Tribunal señala que el contenido esencial del derecho constitucional a contratar comprende: 

· Autodeterminación para decidir la celebración de un contrato, así como la potestad de elegir al co celebrante.

· Autodeterminación para decidir, de común acuerdo  la materia objeto de regulación contractual. 

Entonces, el medio de pago al no constituir parte esencial del derecho a contratar, puede verse limitado, pero siempre que el legislador lo haga respetando un parámetro de razonabilidad y proporcionalidad. 

La Ley Nro. 28194 que limita la autonomía de los particulares no es inconstitucional porque:  

i) Como se dijo, no afecta el contenido esencial del derecho a contratar. 

ii) La norma busca un fin constitucionalmente relevante amenguando la informalidad económica que genera el fraude tributario y menos recaudación de ingresos para el estado quien debe atender necesidades sociales. 

iii) El medio respeta el principio de proporcionalidad porque la vigencia de la norma es limitada, la tasa es ínfima y provee excepciones.  

2. Las excepciones a la bancarización contenidas en el artículo 6 de la Ley. 

La Ley en la segunda parte de su artículo 6 regula el supuesto en el que la bancarización no se llevará a cabo en lugares donde no exista una institución financiera, siempre que se cumplan ciertos requisitos. 

Para el Tribunal, la exigencia de que se presenten conjuntamente los aludidos requisitos resulta plenamente justificada, pues con ello se pretende evitar que los particulares - que pretendan evadir el pago del tributo -, puedan encontrar los medios idóneos para quedar exceptuados de acudir a las entidades del sistema financiero para cumplir sus obligaciones contractuales. 

En ese sentido: 

i) El requisito de que quien reciba el dinero tenga domicilio fiscal en el lugar donde no existe la institución financiera resulta legítimo por cuanto de lo contrario los particulares pueden retirarse a esas localidades a fin de evadir el pago del tributo. 

ii) Resulta razonable el requisito según el cual en el distrito carente de entidad financiera se ubique el bien transferido, se preste el servicio o se entregue o devuelva el mutuo de dinero, puesto que, en caso contrario, la administración, con justificado motivo, impondría que la transferencia se realice en el distrito en el que se encuentra el bien o se realiza el servicio que es objeto del contrato y que cuenta con una entidad financiera a través de la cual puede realizarse la operación. 

iii) El Notario o el Juez de Paz Letrado son los funcionarios o autoridades descentralizadas idóneas para revestir de las garantías de legalidad y formalidad suficientes a las operaciones contractuales realizadas por personas que, por domiciliar en localidades que no cuentan con agencias financieras, quedan exentas de la obligación de acudir a ellas.

3. ITF y principio de no confiscatoriedad de los tributos

El principio de no confiscatoriedad limita el ejercicio de la potestad tributaria estatal; es un parámetro que la Constitución impone a quienes ejercen la potestad tributaria al momento de fijar la base imponible y la tasa del impuesto. Supone la necesidad de que, al momento de establecerse o crearse un impuesto, con su correspondiente tasa, se respete exigencias mínimas derivadas de los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 

El Tribunal advierte que analizará la constitucionalidad del tributo en atención a circunstancias generales y abstractas pero no descarta que en casos concretos la aplicación del impuesto pueda resultar confiscatorio. 

En ese sentido, en un plano abstracto, la Ley Nro. 28194 no transgrede el principio de no confiscatoriedad por cuanto la tasa establecida en ella no es desproporcionada, ya que el monto ínfimo de la alícuota aplicable (0.10%) desvirtúa la posibilidad de atribuir, en abstracto, un carácter confiscatorio al tributo regulado por el Capítulo III de la ley impugnada; máxime si se tiene que tal valor numérico porcentual se reducirá a 0.08% a partir del 1 de enero de 2005, y a 0.06% desde el 1 de enero de 2006, y de que perderá todo efecto a partir del 1 de enero de 2007. 

Pero, no obstante, lo expuesto en el considerando anterior, el Tribunal precisa que respecto de la alegada afectación del principio de no confiscatoriedad de los tributos, si bien se encuentra en capacidad de confirmar la constitucionalidad de la ley impugnada desde un punto de vista abstracto (único que cabe en un proceso de inconstitucionalidad), no puede descartar la posibilidad de que tal inconstitucionalidad sea verificable en el análisis de determinados casos concretos, motivo por el cual los jueces ordinarios se encuentran en la plena facultad de inaplicar el ITF en los casos específicos que puedan ser sometidos a su conocimiento, cuando sea reconocible el efecto confiscatorio del impuesto a la luz de la capacidad económica de los sujetos afectados. 

4. Impuesto  a  las transacciones  financieras (ITF) y derecho  de  propiedad  

El Tribunal expresa que es erróneo el argumento de los demandantes según el cual el hecho de que el ITF grave el capital, es, por sí solo, un factor que determina su inconstitucionalidad. 

Los tributos pueden gravar el capital de una persona. En materia de impuesto a la renta, caso que no se analiza, el impuesto, no debe gravar el capital.  

Por consiguiente, lo relevante, en el caso del ITF, desde un punto de vista constitucional, no será esclarecer si el ITF grava el patrimonio o el capital, pues de hecho lo hace y a ello está destinado, sino determinar si, no obstante incidir sobre la propiedad, tal afectación es ilegítima por vulnerar el principio de no confiscatoriedad de los tributos, consagrado en el artículo 74 de la Constitución. 

5. ITF y el secreto bancario

Cuestiones Generales: Derecho a la intimidad desde una perspectiva económica

El derecho fundamental a la intimidad, como manifestación del derecho a la vida privada sin interferencias ilegítimas, tiene su concreción de carácter económico en el secreto bancario y la reserva tributaria. 

En ese sentido, el secreto bancario forma parte del contenido constitucionalmente protegido del derecho a la intimidad, y su titular es siempre el individuo o la persona jurídica de derecho privado que realiza tales operaciones bancarias o financieras.

El secreto bancario si bien forma parte del derecho a la intimidad, no integra su contenido esencial por las siguientes razones: a) la referencia al contenido esencial del derecho a la intimidad personal, reconocido por el artículo 2 inciso 7 de la Constitución, hace alusión a aquel ámbito protegido del derecho cuya develación pública implica un grado de excesiva e irreparable aflicción psicológica en el individuo, lo que difícilmente puede predicarse en torno al componente económico del derecho; b) incluir la privacidad económica en el contenido esencial del derecho a la intimidad, implicaría la imposición de obstáculos irrazonables en la persecución de los delitos económicos; c) el propio constituyente, al regular el derecho al secreto bancario en un apartado específico de la Constitución (segundo párrafo del artículo 2 inciso 5, ha reconocido expresamente la posibilidad de limitar el derecho. 

Por lo tanto, puede limitarse el derecho al secreto bancario siempre y cuando ello sirva para conseguir fines constitucionales relevantes, como permitir a la administración tributaria cumplir con sus labores impositivas

Análisis de los numerales 1, 2 y 3 del artículo17 de la Ley Nro. 28194.

Los numerales que se analizan coadyuvan a alcanzar fines constitucionales trascendentales por cuanto permiten que, como consecuencia de la imposición del ITF, la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (SUNAT), competente en la materia, tenga acceso a determinada información garantizada por el secreto bancario, con el propósito de que, manteniendo la información en reserva, se aboque a la fiscalización y detección del fraude tributario. 

Asimismo, tratándose del acceso a una información directamente relacionada con actividades gravadas por el ITF, cuyo tiempo de vigencia es considerablemente limitado (hasta el 31 de diciembre de 2006, de acuerdo a lo previsto por el artículo 23 inciso 3 de la Ley Nro. 28194), la restricción del secreto bancario que el acceso a dicha información implica, resulta, como consecuencia inmediata, también temporalmente limitada, con lo que la institución no resulta restringida más allá de lo razonablemente necesario. 

Análisis del último párrafo del artículo 17 de la Ley Nro. 28194.

El último párrafo del artículo 17 de la Ley es inconstitucional porque no respeta el principio de razonabilidad, ya que al franquear a la SUNAT el conocimiento de operaciones en el sistema financiero exoneradas del ITF, sin que medie una decisión judicial, del Fiscal de la Nación o de una comisión investigadora del Congreso, se quiebra el nexo lógico que auspiciaba la intervención de la entidad competente en materia tributaria; esto es, la existencia de una operación gravada. 

6. ITF y promoción del ahorro

Como el ahorro está constituido por un conjunto de imposiciones de dinero que realizan las personas naturales y jurídicas en las empresas del sistema financiero, el factor relevante para determinar el cumplimiento del Estado de su obligación de garantizar y fomentar el ahorro, sería el análisis de la ley que, por mandato directo del propio artículo 87 de la Carta Fundamental, tiene reservada la regulación de las obligaciones y los límites de las empresas que reciben los ahorros del público, así como de la labor que cumple la Superintendencia de Banca y Seguros en el control de las empresas bancarias, conforme a las prescripciones previstas en dicha ley. Así, el cumplimiento de la labor estatal de fomento y garantía del ahorro no puede apreciarse a partir de una medida aislada como la imposición de un tributo sobre la transferencia de los montos contenidos en una cuenta de ahorro, sino a la luz del conjunto de medidas y regulaciones asumidas por el aparato estatal y orientadas a garantizar la cabal eficacia del artículo 87 de la Constitución.

La ley a que se hace referencia en el párrafo anterior no resulta ser otra que la Ley del Sistema Financiero (Ley 26702). Por lo tanto, realizando una análisis general de esta norma se llega a la conclusión que a través de ella el Estado ha adoptado una serie de medidas que apuntalan a preservar y asegurar el ahorro, siendo la imposición del ITF (tributo de naturaleza no confiscatoria y temporal) una acción del estado que no permite hablar de daño al ahorro por cuanto este se encuentra garantizado por otras diversas medidas señaladas en la Ley Nro. 26702.

PARTE RESOLUTIVA 

El Tribunal declaró IMPROCEDENTE analizar los Decretos Legislativos Nros. 939 y 947 y FUNDADA8 en parte la demanda, declarando inconstitucional sólo el último párrafo del artículo 17 de la Ley Nro. 28194.

________________________

8  Existe el voto en discordia de la Dra. Revoredo Marsano que opina por declarar Fundada totalmente la demanda y no declarar la improcedencia de analizar los Decretos Legislativos Nros 939 y 947.
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� Artículo 1700 Código Civil. “Vencido el plazo del contrato, si el arrendatario permanece en el uso del bien arrendado, no se entiende que hay renovación tácita, sino la continuación del arrendamiento, bajo sus mismas estipulaciones, hasta que el arrendador solicite su devolución, la cual puede pedir en cualquier momento.” 





3 Ley que precisa alcances y prioridades de los créditos laborales, publicado el 04/10/1996.  	


4 Ley de lucha contra la evasión y para la formalización de la economía, publicado el 26/03/2004.  	


5 Artículo 1233 del Código Civil. “La entrega de títulos valores que constituyen órdenes o promesas de pago, sólo extinguirá la obligación primitiva cuando hubiesen sido pagados o cuando por culpa del acreedor se hubiesen perjudicado, salvo pacto en contrario.


Entre tanto la acción derivada de la obligación primitiva quedará en suspenso.”


6 Ley de Tributación Municipal. 


7 Ley que modifica el Decreto legislativo Nro. 776, Ley de Tributación Municipal, publicado el 03/02/2004.
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